PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 09 DE 2009 SENADO. 
por la cual se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones 

Bogotá, D. C., diciembre 16 de 2009

Honorable Senador

CARLOS FERRO SOLANILLA

Presidente Comisión Sexta

Senado de la República

Ciudad 

Referencia: Ponencia favorable al Proyecto de ley  09 de 2009 ¿Senado, por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.  

En cumplimiento de la honrosa designación que me hiciera el señor Presidente de la Comisión Sexta Constitucional Permanente del honorable Senado de la República, me permito presentar ponencia favorable para pr imer debate del Proyecto de ley 09 de 2009, Senado, por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

Alexánder López Maya,

Senador de la República.

INFORME DE PONENCIA AL PROYECTO DE LEY NUMERO 09 DE 2009, SENADO 

por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.

El proyecto de ley objeto de esta ponencia, tiene como propósito establecer un equilibrio entre el vertiginoso crecimiento del negocio de la telefonía móvil y la calidad de los servicios que las empresas prestadoras ofrecen a los usuarios, que no crecen en la misma proporción.

Retomando los argumentos del autor, el sector registra un crecimiento del 400% en menos de ocho años, al punto de que casi todo habitante de Colombia porta un teléfono celular o móvil, lo que sin duda se ha traducido en importantes utilidades para las empresas operadoras que reportaron el año pasado recaudos por valor de $182 mil millones.  Pero para los usuarios los resultados no han sido los mismos, pues se les efectúan cobros que no corresponden a los tiempos que pagan por el servicio ni se les respetan sus derechos constitucionales y legales.

Como es de conocimiento público, la telefonía celular ha pasado de ser un artículo suntuario, de privilegio para algunos sectores de la sociedad, como acertadamente lo resalta el autor del proyecto de ley, para convertirse en un instrumento indispensable para la comunicación de millones de colombianos. Prácticamente todos los colombianos, sin distinción de clase social, raza o credo, cuentan con una línea celular y la mayoría la prefiere a una línea convencional o fija, porque el costo de esta última resulta mucho mayor y no tiene la versatilidad de la comunicación móvil, tan importante para la economía informal que en Colombia representa el 57% de las actividades económicas y en consecuencia constituyen la gran masa de usuarios de la telefonía móvil o celular.

A lo anterior se suma que la mayoría de los colombianos no puede vincularse a la modalidad prepago del servicio de telefonía móvil, debido a los costos y requisitos de este sistema, los cuales contrastan con los ingresos precarios y variables de la mayoría de los usuarios de la telefonía móvil, a quienes no les queda otra alternativa que la modalidad prepago, ya que las condiciones son más flexibles que estar bajo el esquema pospago,  pero es allí donde se presenta la mayor inequidad de la prestación de este servicio, debido a que hoy en Colombia los más pobres son los que pagan la telefonía móvil más cara y no se les cobra el consumo real sino arbitrario y global. 

El problema es concreto: el tiempo de llamada en la telefonía móvil o fija, es facturado por minuto, en uno u otro esquema, sin importar que el usuario hable o no la totalidad del mismo. El ejemplo del autor es claro. ¿Si un usuario realiza 10 llamadas cada una con duración de 1 minuto con 1 segundo, emplearía en total 10 y 10 segundos, sin embargo, el operador le cobraría 20 minutos, es decir, casi el doble del tiempo que el usuario efectivamente uso el servicio¿. Sin duda un negocio redondo y prospero para los operadores pero ruinoso y caro para la inmensa mayoría de los colombianos. 

A lo anterior se suman los contratos de adhesión que imponen los operadores y los vendedores de planes de la telefonía móvil. Nuestra normatividad civil y comercial señala que un contrato para que sea justo y válido debe expresar la voluntad de las partes. Sin embargo existen contratos en los que la s partes no discuten para ponerse de acuerdo, como es el caso de los contratos de prestación de servicios públicos domiciliarios en los cuales la empresa prestadora del servicio determina las condiciones del mismo sin que el usuario tenga opción de discutirlas y sólo le queda aceptar o no el contrato de condiciones uniformes.

Ese mismo criterio están aplicando los operadores de la telefonía móvil, como en el caso de las tarjetas prepago, que quien impone las condiciones de venta y uso de las mismas es la empresa prestadora del servicio y el usuario no hace otra cosa que adherir a tales condiciones, sin entrar a discutir sobre su validez.

Pese a lo anterior, el usuario tiene derecho a conocer toda la información que pueda resultar útil al momento de determinar si desea o no adquirir el servicio o el producto según sea el caso y ese derecho se le está desconociendo.  

Es decir que son los operadores los que establecen las condiciones del servicio unilateralmente, generando una inmensa desventaja para los usuarios a quienes solo les queda la posibilidad de aceptar las cláusulas que le imponga el operador, ya sea en la modalidad de prepago o pospago, porque en ambos le van a cobrar por minutos sin importar si lo consumió o no. 

Cambiar esa situación es el objeto de este proyecto de ley.

Pero para cumplir con este propósito, este proyecto de ley debe ajustarse a lo ordenado por la Ley 1341 del 30 de julio del 2009, conocida como la Ley de TICS, debido a que cuando fue elaborado y tramitado, no existía esta norma que  regula no solo la prestación del servicio de telefonía móvil sino todas las tecnologías de información y comunicación conocidas como TICS.

Recordemos que según el Ministerio de Comunicaciones, la nueva Ley de TICS, permite a los operadores prestar cualquier servicio que técnicamente sea viable, pone en igualdad de condiciones a los operadores en el momento de prestar dichos servicios y hace especial énfasis en la protección de los usuarios de telecomunicaciones. Además, la norma precisa que en adelante los ciudadanos que tengan quejas en la prestación de servicios de telefonía móvil, internet o telefonía fija, podrán acudir a la Superintendencia de Industria y Comercio, única entidad encargada de resolver sus reclamaciones, lo cual constituye un cambio significativo en el ejercicio del control en la prestación de estos servicios, que ya no se rigen por lo dispuesto en la Ley 142 de 1994 de servicios públicos, sino por la ley de TICS, y eso debe quedar establecido en el proyecto de ley.

De igual manera, en el articulado del Proyecto de ley 09 de 2009 debe quedar claro que cuando se hace referencia a la telefonía móvil, la entiende como parte de la definición establecida por la ley de TICS, que en su artículo sexto, señala textualmente: 

Artículo 6°. Definición de TIC. Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (en adelante TIC), son el conjunto de recursos, herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, redes y medios, que permiten la compilación, procesamiento, almacenamiento, transmisión de información como: voz, datos, texto, vídeo e imágenes.  Igualmente, en el proyecto de ley objeto de esa ponencia debe quedar claro que su propósito es cumplir con lo señalado en artículo 2° de la ley de TICS, en el sentido de que las telecomunicaciones son para impulsar la inclusión social, estimular el respeto a los derechos humanos e incrementar la productividad, tal como lo indica el artículo 2° de la ley de TICS: 

¿Artículo 2°. Principios Orientadores. La investigación, el fomento, la promoción y el desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones son una política de Estado que involucra a todos los sectores y niveles de la administración pública y de la sociedad, para contribuir al desarrollo educativo, cultural, económico, social y político e incrementar la productividad, la competitividad, el respeto a los derechos humanos inherentes y la inclusión social. Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deben servir al interés general y es deber del Estado promover su acceso eficiente y en igualdad de oportunidades, a todos los habitantes del territorio nacional¿.

Proposición:

Proceda esta Comisión Constitucional Permanente del Senado de la República a darle primer debate al Proyecto de ley  09 de 2009, Senado, por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

Alexánder López Maya,         

Senador de la República.         

Pliego de Modificaciones al Proyecto de ley número 09 de 2009 Senado 

por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.

Observaciones

Para cumplir con el propósito del presente proyecto de ley se debe ajustar a lo ordenado por la Ley 1341 del 30 de julio del 2009, conocida como la ley de TICS, por lo tanto es necesario modificar el artículo 1° del presente proyecto, debido a que cuando fue elaborado y tramitado, no existía esta norma que  regula no solo la prestación del servicio de telefonía móvil sino todas las tecnologías de información y comunicación conocidas como TICS.

Por otra parte, para darle mejor sentido al artículo 8°, fue necesario modificarle la redacción a dicho artículo.

Pliego de Modificaciones

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Los operadores del servicio público de telefonía celular a partir de la promulgación de la presente ley, se someterán a lo dispuesto por la Ley 142 de 1994 en concordancia con el artículo 365 de la Constitución Política, y demás normas relacionadas, para los servicios públicos domiciliarios en las mismas condiciones de los operadores de telefonía fija. 1341 de 2009, que en su artículo 77 establece que ¿a las telecomunicaciones no les será aplicable el régimen jurídico de los servicios públicos domiciliarios contenidos en la Ley 142 de 1994, ni demás leyes que la modifiquen o deroguen, en particular la Ley 286 de 1996 y la Ley 689 de 2001¿, en las mismas condiciones de los operadores de telefonía fija.

Artículo 8º. Los operadores deberán tener oficinas de atención al usuario para los efectos de resolver las quejas, peticiones y reclamos, formulados por los usuarios quienes se podrán organizar en asociaciones o ligas de usuarios o afiliarse a las existentes, que se asimilan a las organizaciones de consumidores en igualdad de condiciones de sus derechos constitucionales y legales, quienes podrán designar defensores de los usuarios por ciudades y departamentos para que ejerzan veedurías, arbitramientos y conciliaciones de los problemas entre operadores y usuarios. 

Cordialmente,

Alexánder López Maya,          

Senador de la República.         

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER    DEBATE EN EL SENADO AL PROYECTO DE LEY  NUMERO 09 DE 2009 SENADO

por la cual  se dictan normas tendientes a procurar la protección de los usuarios del servicio de la telefonía fija y móvil celular y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Los operadores del servicio público de telefonía celular a partir de la promulgación de la presente ley, se someterán a los dispuesto por la Ley 1341 de 2009, que en su artículo 77 establece que ¿a las telecomunicaciones no les será aplicable el régimen jurídico de los servicios públicos domiciliarios contenidos en la Ley 142 de 1994, ni demás leyes que la modifiquen o deroguen, en particular la Ley 286 de 1996 y la Ley 689 de 2001¿, en las mismas condiciones de los operadores de telefonía fija.

Artículo 2º. Dentro de los tres meses siguientes a la promulgación de la presente ley, la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones deberá expedir la reglamentación por la cual se establezcan las tarifas para la prestación del servicio público de telefonía móvil celular, fija, radiodifundida, sobre IP y demás servicios similares, instaurando una tarifa de piso que garantice los costos operativos para una eficiente prestación del servicio, cuyo cobro sea por segundos efectivos servidos, una vez se establezca la comunicación real y efectiva. 

Artículo 3º. Los servicios de telefonía deberán ser reglamentados por la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, CRT, de tal manera que se le garantice al usuario el cobro de servicios efectivamente prestados y en ningún momento se le podrán desconocer sus derechos como consumidores del servicio o con estrategias comerciales que puedan afectar su patrimonio económico o sus depósitos de dinero para garantía del servicio contratado. 

Artículo 4º. Podrán existir servicios prepago, entendiendo estos como la compra anticipada de servicios claros y expresos, contractualmente establecidos por términos de tiempo aceptados por las partes, siempre y cuando se le garantice el consumo de lo contratado totalmente por los usuarios por un periodo determinado. Cuando requiera un nuevo pago se le acumulará el tiempo no consumido para la siguiente compra anticipada. 

Artículo 5º. Para los demás servicios de telefonía deberán formalizarse las condiciones bilaterales entre usuario y operador o por condiciones uniformes que garanticen la prestación eficiente del servicio contractualmente, para lo cual se deberá facturar únicamente el servicio prestado o consumido por los usuarios, indicando claramente número telefónico o receptor conectado, fecha, hora,  duración de la llamada por segundos y el valor individual de cada llamada o servicio, garantizando que no se afecte el patrimonio económico de los usuarios, con condiciones contractuales de permanencia o cualquier otro sistema que deberán cambiarse por otras alternativas mediante valoraciones reales de equipos y servicios, para garantizar que no se puedan utilizar para ejercer competencia desleal contra los demás operadores de servicios iguales de telefonía pública o privada. 

Artículo 6º.  Los operadores del servicio de telefonía o de comunicaciones en cualquiera de sus modalidades podrán suspender el servicio, mientras subsista mora en su pago por parte del usuario para garantizar la cancelación a partir del segundo periodo facturado y ejercer su cobro jurídico para exigir el pago de las   deudas por el servicio, exclusivamente contra quien figure como titular del contrato del servicio o del predio respectivo, quien será solidario de las obligaciones si no ha formalizado la sustitución del usuario o beneficiario del servicio correspondiente ante el operador respectivo para poder establecer responsabilidades del servicio. 

Parágrafo. A partir de la promulgación de la presente ley no se podrá reportar a ningún usuario si no existe una acción jurídica admitida por autoridad competente, con caducidad a los tres (3) años en caso de no ejercer la acciones judiciales correspondientes, ni por cuantías que sean inferiores al valor correspondiente a quince (15) días de salario liquidados sobre el mínimo mensual legal vigente.  

Artículo 7º. A partir de la promulgación de la presente ley todos los servicios de telefonía y comunicaciones deberán igualar sus tarifas nacionales e internacionales de conexión o interconexión, en procura de la estabilidad económica de las empresas oficiales y privadas que prestan servicios de telefonía y comunicaciones.   

Artículo 8º. Los operadores deberán tener oficinas de atención al usuario para efectos de resolver las quejas, peticiones y reclamos formulados por los usuarios, quienes se podrán organizar en asociaciones o ligas de usuarios o afiliarse a las existentes, que se as imilan a las organizaciones de consumidores en igualdad de condiciones de sus derechos constitucionales y legales, quienes podrán designar defensores de los usuarios por ciudades y departamentos para que ejerzan veedurías, arbitramientos y conciliaciones de los problemas entre operadores y usuarios. 

Artículo 9º. Los operadores de los servicios de telefonía y comunicaciones deberán contribuir en este propósito para financiar su operatividad facilitando el recaudo de los aportes de los usuarios para este fin y para que la medida sea efectiva en las soluciones por conciliación o arreglo directo de las diferentes situaciones que se puedan presentar al respecto. 

Artículo 10. En general se complementan, se derogan y modifican las disposiciones legales y reglamentarias que sean contrarias a la presente ley. 

Artículo 11. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y promulgación.    Cordialmente,

Alexánder López Maya,          

Senador de la República. 
